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Percepción social 
del Catastro 
y de las revisiones 
catastrales: 
Interpretación sociológica 
de las actitudes ante una reforma 

L
a situación relativa de los valores ca­
tastrales aún no está en nuestro país 
suficientemente ajustada. Conviven 

unidades con notoria subvaloración (co­
rrespondientes, en su gran mayoría, a re­
gistros antiguos) con otras referenciadas 
a los valores de mercado. El «boom» in­
mobiliario de los años 80 ha contribui­
do a acentuar aún más estas discrepan­
cias, puesto que los valores de mercado 
se han multiplicado varias veces en ese 
período, maximizando la separación 
entre los inmuebles de transmisión re­
ciente y los que conservaban su nota­
ción anterior. En la medida en que los 
valores catastrales constituyen la base 
de cálculo de varios impuestos, en par­
ticular el de Bienes Inmuebles (IBI), es­
ta situación genera una inequidad fiscal 
que se hace necesario resolver, a fin de 
lograr una distribución equitativa de la 
carga impositiva entre inmuebles. Es 
por tanto necesario que la base devalo­
ración sea homogénea y se traslade de 

(*) El autor de este artículo es Director Téc­
nico de DEMOSCOPlA y responsable de cuatro 
estudios de opinión sobre la revisión de los va­
lores catastrales encargados por la Dirección Ge­
neral del CGCCT entre 1991 y 1995 

forma igual sobre los impuestos corres­
pondientes. 

Esta es la filosofía sobre la que repo­
san los diversos procesos de revisión 
de valo res catastrales, que la Dirección 
General del Centro de Gestión Catastral 
y Cooperación Tributaria (en adelante 
Dirección General del CGCCT) ha pues­
to en marcha a lo largo de casi una dé­
cada. No es mi intención extenderme 
sobre esa idea, ampliamente explicada 
ya a través de estas mismas páginas por 
parte de quienes han tenido sobre sus 
espaldas la responsabilidad de dirigir 
esos procesos, y con mucho más fun­
damento y conocimiento de causa. Lo 
que intentaré hacer en las líneas que si­
guen es explicar por qué esa reforma, 
aunque necesaria, resultó en un mo­
mento conflictiva (si bien está siendo ya 
asumida por la sociedad), qué mejoras 
se han ido introduciendo en ella, y qué 
expectativas hay sobre su efectividad. 

Para ello, trataré de plantear tres cues­
tiones fundamentales que vertebran, a 
mi juicio, la explicación del problema: 

• Las di ficultades de comprensión 
existentes en torno a los conceptos bási­
cos de la reforma de los valores catastra­
les: catastro, valor catastral e impuestos 
de base inmobiliaria. 

DANIEL KAPLÚN (") 

• La carga afectiva que rodea al ob­
jeto de la reforma (la vivienda funda­
mentalmente) y las dificultades para 
alcanzar una comprensión racional de la 
misma que dicha carga afectiva deter­
mina. 

• Las dificultades para identificarse 
éticamente con los objetivos finales de la 
reforma de los valores catastrales, de­
terminadas básicamente por la diferen­
te concepción de la equidad fiscal que 
parecen sostener la Administración y 
los administrados. 

En todo ese desarrollo, trataré de ex­
plicar socio lógicamente los hechos y los 
procesos que desencadenan el conflic­
to, con independencia (hasta donde eso 
es posible en la interpretación socioló­
gica) de mi postura personal ante el pro­
blema que, por otra parte, creo haber 
dejado suficientemente clara en el pá­
rrafo inicial de este trabajo. Utilizaré pa­
ra ello la abundante y rica información 
que suministran los cuatro estudios de 
opinión que me han sido encargados 
por la Dirección General del CGCCT, 
cuya secuencia histórica (entre 1991 y 
1995) permite medir la evolución tem­
poral de las reacciones de los afectados 
y la efectividad de las modificaciones 
que se han ido introduciendo en la me-

15 



16 

todología y la operativa práctica de la 
revisión de valores catastrales. 

Todos los estudios de op inión que 
hemos realizado desde 1991 demues­
tran claramente que la gran mayoría de 
la población adulta española acepta la 
necesidad de reformar los valores catastra­
les y está de acuerdo en la injusticia de 
su situación de partida: por citar un 
ejemplo, el sondeo realizado a media­
dos de 1992 arrojaba que el 67% de los 
entrevistados consideraba que existían 
«muchas» o «bastantes» situaciones in­
justas en los valores catastrales ; y el 
70% admitía la necesidad de una actua­
ción reformadora de la Administración 
en ese sentido, otorgando por lo tanto 
legitimidad de principio a la revisión. El 
82% de los entrevistados en ese mismo 
sondeo, además, sostenía que una re­
distribución más equitativa de las car­
gas fiscales es algo que debe hacerse. 

Resultados similares se han obtenido 
en un estudio posterior, de junio del año 
pasado: el 61 % de los entrevistados (en 
este caso, propietarios de la vivienda que 
habitan y conocedores del valor catastral 
de la misma) reconocen que sus vivien­
das se encuentran subvaloradas catas­
tralmente con respecto a su posible valor 
de mercado; y, si bien no existe una ma­
yoría absoluta en tomo a la injusticia de 
esa situación ( 4 3% ), sólo un 1 7% sostie­
ne que es justa y no debe modificarse. 

Y, sin embargo, la reforma generó un 
fuerte movimiento de contestación en­
tre los propietarios afectados, y en toda 
la opinión pública española. Ese movi­
miento tiene raíces muy profundas, que 
trataremos de explicar en este trabajo. 
Algunas de ellas son relativamente racio­
nales (es decir, provienen de dificultades 
para comprender correctamente lo que se 
estaba tratando de hacer desde la Admi­
nistración) y otras tienen más que ver 
con cuestiones afectivas e incluso éticas. 
Comenzaremos por los aspectos más 
racionales (hasta cierto punto más su­
perficiales y, por lo tanto, más fácilmen­
te accesibles a la interpretación) para 
tratar luego de profundizar en los res­
tantes, necesariamente más complejos. 

El concepto de la 
reforma de valores 
catastrales: dificultad 
para separar el valor 
catastrál de los impuestos 
a los que suministra la 
base imponible 

La primera explicación que pode­
mos ofrecer acerca de aquel movimien­
to de rechazo es tan simple como lógi­
ca, pero responde fundamentalmente a 
deficiencias en la explicación y en la ins­
trumentación política del proceso de re­
forma: la inmensa mayoría de los afec­
tados por la revisión creyó que el alza 
de los valores catastrales le haría pagar 
más impuestos y, lo que es aún peor, en la 
misma proporción que el aumento de va­
lor catastral. En otras palabras, la mayo­
ría de los afectados tuvo graves dificul­
tades para separar la base imponible de 
los impuestos que de ella se derivan: la 
subida de la base determina, automáti­
ca y mecánicamente, un aumento co­
rrelativo de todos los impuestos deriva­
dos de ella. 

Por eso, en 1991, en nuestro primer 
sondeo, encontramos que el 84% de los 
propietarios notificados que se pro­
nunciaban al respecto estaba convenci­
do de que la revisión de sus valores ca­
tastrales les haría pagar más impuestos; y 
el 71 % creía firmemente que ese au­
mento de la carga fiscal sería directa­
mente proporcional a la subida del valor 
catastral. 

Esta situación de identificación del 
valor catastral con los impuestos, se si­
gue dando en la actualidad a pesar de 
las mejoras introducidas en la puesta en 
práctica de las revisiones. Así, en 1994 
el 76% de los que se definen sobre el 
particular piensa que terminará pagan­
do más impuestos, el 59% en propor­
ción directa al aumento del valor catas­
tral. 

lncluso en 1995, y después de haber 
recibido una notificación que indicaba 

expresamente el tipo y la cuota de IBI a 
pagar, el 64% de los propietarios notifi­
cados en cuatro capitales de provincia 
españolas continúa convencido de que 
la subida del valor catastral le acarreará 
un aumento correlativo de impuestos. 

Lógicamente, este temor era fácil­
mente explicable en 1990, como reac­
ción al primer intento de reforma de va­
lores catastrales: en ese momento, muy 
pocos propietarios conocían las medi­
das adoptadas para atemperar las re­
percusiones fiscales de la revisión (so­
bre todo el descenso correlativo de los 
tipos de IBI), que en algunos casos ni si­
quiera estaban formalmente acordadas 
por Los respectivos plenos municipales. 
Pero es llamativo que la confusión sub­
sista incluso en el estudio de 1994, mo­
mento en el que estas cuestiones esta­
ban ya mucho mejor implementadas, 
por una parte y, por otra, el propio de­
sarrollo del cuestionario las explicaba 
antes de plantear esta pregunta; y más 
aún en el de 1995, en el que los encues­
tados habían recibido previamente una 
notificación oficial que les señalaba con 
exactitud cuánto deberían pagar por 
concepto de IBl en el curso de este año. 

Esto tiende a sugerir que el problema 
es, en realidad, más profundo, y que 
arranca de una confusión básica sobre 
los propios términos fundamentales del 
proceso de revisión: la tendencia a asi­
milar los conceptos de catastro, valor ca­
tastral e IBI en una sola y única nebulosa 
que lo engloba todo. Dos estudios suce­
sivos en los que preguntamos en forma 
sugerida acerca de Los conceptos de ca­
tastro y de valor catastral revelaron una 
tendencia bastante generalizada a con­
fundirlos. Y si catastro y valor catastral 
son una misma cosa para la mayoría de 
propietarios, prácticamente Lo mismo 
sucede con los impuestos que de ese va­
lor catastral se derivan: de hecho, en va­
rias de las entrevistas y grupos de dis­
cusión que realizamos en ocasión de la 
fase cualitativa del estudio de 1992 (el 
que mejor nos permitió ahondar en las 
raíces del problema) escuchamos La fra­
se «pagar catastro», confirmatoria de lo 



que ya intuíamos un año antes: «Si ca­
rrasrro y valor catastral son lo mismo, y 
los valores catastrales se trasladan direc­
ta y mecánicamente a los impuestos, por 
ley transitiva el catastro es un impuesto». 

Esca confusión, mucho más presente 
en el subconsciente de los españoles de 
lo que en principio podría suponerse, 
es la que hace que los valores catastrales 
revisados preocupen por sí mismos, ade­
más de por sus consecuencias fiscales. Por 
eso mismo, un tratamiento mucho más 
claro y riguroso de las repercusiones 
fiscales de los nuevos valores (con la ba­
jada de los tipos del IBI y demás medi­
das moderadoras per fectamente es­
tipuladas a priori y la inclusión de la 
cuora del IBI en el propio documento 
notificador) contribuye a disminuir la 
ansiedad, pero puede no alcanzar a su­
primirla totalmente, incluso en los ca­
sos en los que la cuora se mantenga o 
hasta disminuya: el estudio de 1995 re­
vela que el 27% de los que piensan que 
terminarán pagando los mismos o me­
nos impuestos a consecuencia de la re­
visión se manifiesta de todos modos en 
desacuerdo con el nuevo valor catastral 
que le ha sido adjudicado. 

En realidad, este desasosiego al reci­
bir la comunicación de un valor catas­
tral incrementado tiene raíces muy pro­
fundas, que explicaré en el próximo 
epígrafe. Pero en la misma medida en 
que resulta difícil una comprensión ra­
cional de los términos de la reforma de 
valores catastrales, se le tiende a conferir 
fmalidades ilegítimas e mcluso encubier­
tas, no sólo ajenas sino incluso contra­
dictorias con la justificación explicitada 
de su puesta en marcha: una finalidad 
legitimada y socialmente consensuada, 
como es el logro de una mayor equidad 
fiscal, pasa a ser sustituída, en la mente 
de los ciudadanos, por un fin puramen­
te recaudatorio (se piensa que es una 
maniobra para aumentar de manera en­
cubierta la presión fiscal). Esto último 
carecería de consenso, naturalmente: al 
margen de que pueda o no ser necesa­
rio, nunca será bien recibido un au­
mento de impuestos. 

Por todo ello, una operación cuida­
dosamente pensada como un proceso 
racionalizadory modernizador, que pro­
curaba resultar fiscalmente neutro en 
su balance final (aunque lógicamente 
no a nivel individual) y destinada ex­
clusivamente a corregir las actuales de­
sigualdades en la tributación inmobilia­
ria ha sido vista como un «abuso» por 
un número importante de afectados, 
con las consecuencias de sobra conoci­
das y que no reiteraremos. 

Pero detrás de esta aparente dificul­
tad de razonamiento lógico subyace to­
do un mundo subconsciente de emo­
ciones, que permiten explicar ese blo­
queo incluso por parte de personas 
bien dotadas cultural e intelectualmen­
te. El problema radica en la peculiar na­
turaleza del bien objeto de valoración, y 
que hace disparar las reacciones irra­
cionales: la vivienda. 

La vivienda: un derecho 
y un valor de uso, antes 
que valor de cambio 

El profundo estudio cualitativo reali­
zado en 1992 permitió poner de mani­
fiesto, con una claridad y una profundi­
dad que no se había alcanzado hasta ese 
momento, todo el mundo afectivo que 
se desencadena cuando se menciona y 
pone (aunque sea inconscientemente) 
en riesgo un objeto tan peculiar como la 
vivienda. Pues en ese bien confluyen ro­
da una serie de elementos que dificul­
tan la racionalización de cualquier su­
ceso que pueda afectarle: 

• Se trata de un bien de primera ne­
cesidad. 

• Como tal, es un derecho, más que 
una posesión. 

• Se ha accedido a él frecuentemen­
te con gran esfuerzo, mediante el sacrifi­
cio de una parte sustancial de los ingre­
sos familiares durante muchos y largos 
años. Por ello mismo es algo que, en 
cierta forma, cada propietario ha cons­
truido, puesto que ha tenido que privar­
se para tenerlo. 

• Su función es la de brindar protec­
ción, frente a los agentes agresivos ex­
ternos (de cualquier cipo que sean) de 
aquello en lo que más afectividad se 
vuelca, como es la propia persona y el 
núcleo básico de convivencia (la fami­
lia). 

• Por ello mismo, se trata de un re­
ducto de intimidad inalienable (nueva­
mente un derecho constitucional), has­
ta el punto de que no se le reconoce a la 
Administración ningún derecho de con­
trol sobre él, control que, en caso de in­
tentarse, sería vivenciado como una in­
tromisión en la inrimidad familiar y per­
sonal. 

• La magnitud del esfuerzo que re­
presenta su adquisición hace muy difí­
cil que se acepte su carácter de valor de 
cambio, una vez que se la ha conseguido 
y ocupado: sería como poner precio a la 
propia vida. 

Por todo ello, no es casual que la vi­
vienda haya permanecido hasta ahora 
como el úlrimo reducto de opacidad fiscal 
que le quedaba a un buen número de 
ciudadanos, cuyos ingresos (de carácter 
exclusivamente salarial) están férrea­
mente controlados por Hacienda, vía re­
tenciones a cuenta del IRPF y cuyos con­
sumos se ven permanentemente recar­
gados con el correspondiente IVA. Lo 
único que aún parecía no saber el Esta­
do-ordenador moderno es lo que suce­
día dentro de nuestra propia casa. Ese 
último reducto transgresor es el que 
tiende a invadir precisamente la refor­
ma de los valores catastrales, en su afán 
racionalizador. 

La revisión de valores catastrales no 
ha podido evitar incidir sobre panes 
esenciales de ese entramado ideológico­
afecrivo que acabo de describir cuando: 

• Retrotrae a la vivienda a su dimen­
sión de valor de cambio. 

• Faculta a la Administración para 
conocer y controlar dicho valor 

Retrotraer a la vivienda a su carácter 
de valor de cambio implica, inconscien­
temente, recordamos lo que nos ha costa­
do: es como hacérnosla pagar otra vez. 
Por eso impactan tanto los nuevos valo-
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res revisados, y cuesta tamo separar el 
valor catastral de sus repercusiones fis­
cales. 

A través del impuesto, el Estado no 
sólo no nos facilita el ejercicio de un de­
recho fundamental (el del techo) sino 
que nos cobra por tenerlo. Mientras esa 
cifra no tenía ninguna referencia a un va­
lor real, el impuesto no nos molestaba (al 
contrario, reafirmaba nuestra identidad 
de propietarios, y resultaba gratificante 
por ello, máxime cuando en general lo 
que se pagaba por la antigua Contribu­
ción Urbana solía ser bastante módico). 

Pero s i el valor catastral está en rela­
ción con el valor de cambio (y por lo 
tanto los impuestos que de él se deri­
van), entonces parece que el Estado nos 
obliga a pagar otra vez la vivienda cada 
año, cosa que no resulta precisamente 
agradable. 

De todo lo anterior podría inferirse 
que lo que se pone en tela de juicio es el 
fundamento mismo de la revisión de va­
lores catastrales, esto es, la aproximación 
entre estos valores y los de mercado: el 
posible valor de venta como baremo pa­
ra la estimación de valores catastrales. 

De hecho las investigaciones realiza­
das en 1991 y l 992 permitieron en­
contrar algunos síntomas que apuntan 
en esa dirección, en el sentido de que la 
vivienda no puede considerarse verda­
deramente como un bien de cambio 
mientras no es puesta efectivamente en 
venta. Entre tanto, no produce más que 
gastos (puesto que se deteriora por el 
uso) y por lo tanto no está justificado 
que se le grave con impuestos. 

Pero ese cuestionamiento ataca, en 
realidad, a algo bastante más profundo 
que la metodología de dete rminación 
de los valores catastrales: es la legitimi­
dad de los impuestos de base inmobi­
liaria lo que está en duda en este plan­
teamiento, que viene a no admitir otro 
baremo impositivo que el de la renta, 
cuestionando por lo tanto cualquier fis­
calidad basada en el patrimonio. Natu­
ralmente, se trata de una discusión que 
va mucho más allá de los valores catas­
trales. 

Una vez asumida la necesidad de una 
fiscalidad sobre la vivienda, en realidad 
no existen alternativas sólidas a su de­
terminación por el valor de mercado, y 
de hecho el 65% de los entrevistados de 
1992 lo aceptaba explícitamente, y el 
25% que Llegaba a rechazar ese criterio 
no lograba proponer ninguna otra alter­
nativa que pudiera sustituirlo. 

Aunque en un plano más racional se 
acepte y se asuma como inevitable, es 
claro que la fiscalidad sobre la vivienda 
está cargada de connotaciones afectivas 
que dificultan una comprensión ade­
cuada de las modificaciones que en ella 
se introduzcan y, sobre todo, tienden a 
disparar las reacciones frente a tales mo­
dificaciones, con independencia de su 
contenido real. 

Las injusticias suelen 
serlo sólo para sus 
víctilnas 

El tercer frente que obstaculiza lacre­
dibilidad de la revisión de los valores ca­
tastrales es el de la verosimilitud de sus 
fines éticos y redistributivos, no recaudato­
rios: no es fácil convencer a los contribu­
yentes de que con esta revisión no se pre­
tende recaudar más, en términos absolu­
tos, sino repartir mejor las cargas fiscales. 

Al principio de este trabajo, he expli­
cado la amplia convicción que existe 
acerca de la injusticia de la actual situa­
ción de los valores catastrales en Espa­
ña y de la necesidad de su revisión en 
pro de una mayor equidad. Pero la difi­
cultad está en lograr que los afectados 
terminen de creerse que ése y no otro es 
el objetivo real de la revisión en marcha. 
Los estudios realizados en estos últimos 
años señalan con claridad casi meridia­
na el meollo de este problema: 

• El 58% d e los entrev istados en 
1992 negaba que la revisión de valores 
catastrales pretendiera redistribuir más 
equitativamente las cargas fiscales, y sólo 
un 33% aceptaba explícitamente que tal 
intención existiese realmente entre los 
objetivos de la misma. 

• Al mismo tiempo, só lo el 32% 
pensaba que ese efecto pudiera produ­
ci rse realmente, cosa que negaba de 
plano el 62% de la muestra. 

• En contrapartida, el 79% de los en­
trevistados en ese mismo estudio pensa­
ba que con la revisión de valores catas­
trales se pretendía recaudar más impuestos, 
y sólo un 15% desmentía tal suposición. 

• Simultáneamente, un 81 % de los 
consultados opinaba que el efecto real 
de la revisión sería un incremento de la 
recaudación tributaria, consecuencia que 
apenas un 15% consideraba que no se 
produciría. 

Sumemos a esto el hecho (de sentido 
común, por otra parte) de que el objeti­
vo de distribuir más equitativamente las 
cargas fiscales está ampliamente legiti­
mado por el consenso, según ya hemos 
adelantado (el 82% opina que es algo 
que debe hacerse y apenas un 11 % lo po­
ne en duda) mientras el aumento de la 
recaudación sufre un rechazo casi igual­
mente drástico, del 70% de la muestra. 

En definitiva, nuestros entrevista­
dos de 1992 venían a sostener que la 
Administración había intentado disfra­
zar una finalidad «real» digna derecha­
zo (aumentar la recaudación) bajo la 
«piel de cordero» de otra ampliamente 
consensuada, como es la redistribución 
de las ca rgas fiscales. Y ello porque es­
taban seguros de que, en la mayoría de 
los casos, acabarían pagando más im­
puestos gracias a la revisión (en virtud 
de la tendencia a trasladar mecánica­
mente el aumento de la base imponible 
a la cuota líquida del LBI y demás im­
puestos derivados del valor catastral, 
saltándose la disminución de los tipos 
impositivos); pero también porque la 
concepción de la equidad tributaria desde 
la que parte su discurso es totalmente 
diferente a la que animaba el espíritu de 
la revisión. 

El origen de esta discrepancia está en 
la identificación de los supuestos bene­
ficiarios de las situaciones de privilegio o 
injusticia que se quiere combatir o eli­
minar: admitiéndose (como se admite) 
que la situación actual de muchos valo-
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res catastrales plantea [recuentes injus­
ticias, se tiende inmediatamente a su­
poner que los detentadores de esas si­
tuaciones de privilegio han de estar ne­
cesariamente identificados socialmente, es 
decir pertenecer a las clases privilegiadas: 

- Propietarios de viviendas de lujo 
- Propietarios con varios inmuebles 
- Propietarios de viviendas desocu-

padas 
- Propietarios de viviendas para al­

quilar 
- Derentadores de siruaciones de pri­

vilegio frente a la Administración («en­
chufados»). 

Es decir una amplia galería de repre­
sentantes de las «clases opresoras» , de 
lo que clásicamente se tiende a identifi­
car como las «clases privilegiadas». Lo 
que se esperaría, por lo ramo, de una re­
visión de valores catastrales que verda­
deramente pueda considerarse como 
plataforma para una redistribución de 
las cargas fiscales es que ataque frontal­
mente a esas situaciones de privilegio: una 
especie de «ángel exterminador» capaz 
de fulminar (fiscalmente hablando) a 
quienes se suele sentir como opresores, 
una suerte de moderno Robin Hood que 
quitara a los ricos para repartir entre los 
pobres. 

Pero en los valores catastrales, las si­
ruaciones de injusticia benefician o per­
judican de manera mucho más indiscri­
minada (socialmente hablando): los per­
judicados son sólo los que han registrado 
su propiedad en fecha más reciente, pe­
ro no por ello son necesariamente po­
bres, como no son necesariamente ricos 
los beneficiarios, es decir los que cuen­
tan con valores catastrales más antiguos 
y, por lo tanto, más bajos. 

Por consiguiente, para aceptar el sen­
tido ético de la revisión de valores catas­
trales, un número importante de pro­
pietarios tendrían que reconocerse be­
neficiario de una injusticia, en lugar de 
víctimas de la misma (que es la tendencia 
natural). Y en la medida en que ese re­
conocimiento se traduce, además, en 
un probable aumento en la cuota de de­
terminados impuestos (recordemos 

que los impuestos siempre tienden a pa­
recernos excesivos), la dificultad de tal 
reconocimiento es máxima. 

Esta contradicción explica, a mi jui­
cio, la dificultad de lograr una identifica­
ción de carácter élico con los objetivos de 
la revisión de valo res catastrales y la 
aceptación de su finalidad racionaliza­
dora y modernizadora. 

El aprendizaje a través 
de la experiencia: 
las mejoras introducidas 
en la operativa 
de la revisión después 
de 1990 y sus efe et os 

Los importantes síntomas de rechazo 
que se produjeron en 1990 no podían 
llevar a la paralización de una reforma 
indispensable, y sobre cuya necesidad 
los propios afectados parecían no tener 
demasiadas dudas: era necesario bus­
car un modo más aceptable socialmen­
te de llevarla a cabo, y no resignarse a 
abandonar los valores catastrales a su 
suerte. 

Uti lizando adecuadamente la infor­
mación aportada por la investigación 
sociológica, y con altas dosis de sentido 
común (que, según suele decirse, es «el 
menos común de los sentidos»), la Di­
rección General del CGCCT ha ido in­
troduciendo sucesivas modificaciones 
en el proceso de revisión de valores ca­
tastrales, orientadas a una mejor acep­
tación social del mismo. A la vez ha ido 
midiendo puntualmente los efectos de 
cada paso. 

Esre proceso ha sido especialmente 
gratificante para un invesrigador del 
clima social, como el que escribe estas 
líneas, pues no es muy habitual que 
nos encontremos con la posibilidad de 
incidir sobre los propios procesos que 
medimos, y de medir a su vez tal inci­
dencia. 

Pero, al margen de las consideracio­
nes individuales, los hechos parecen 
demostrar que esta interacción entre la 

investigación social y la toma de deci­
siones políticas ha sido útil y efectiva: 
en enero de 1995, hicimos un estudio 
entre los propietarios de cuatro grandes 
capitales (Cáceres, Córdoba, Santa Cruz 
de Tenerife y Valladolid) que habían si­
do notificados en el semestre anterior a 
la revisión de sus valores catastrales, y 
las respuestas recogidas en él indican 
que ha disminuído sustancialmente la 
intensidad de las reacciones, aunque 
ello no implique que hayan desapareci­
do totalmente los síntomas de rechazo. 

El cambio de filosofía introducido en 
el proceso de revisión ha ido en cuatro 
direcciones convergentes: 

• Una mayor gradualidad en la subi­
da de valores (reduciendo el objetivo a 
situar los valores catastrales en el entor­
no del 50% de los de mercado, en lugar 
del 70% planteado en 1990). 

• Un mayor cuidado en asegurar a 
los contribuyentes que de la revisión no 
se deriva necesariamente un incremen­
to de la presión fiscal (acordando con 
los Ayuntamientos el descenso del ci­
po de 181 antes de comenzar el envío de 
las notificaciones de los valores revisa­
dos). 

• Un proceso de comunicación más 
claro, poniendo mucha más atención 
en el contenido del documento de notifi­
cación, para hacerlo más explícito. 

• La gradualización del proceso tam­
bién se ha entendido desde el punto de 
vista territorial, fraccionando bastante 
más la aplicación de la revisión. 

La efectividad de estas medidas, co­
mo se deduce de la tesis expuesta en es­
te articulo, no alcanza a cambiar drásti­
camente el sentido de las reacciones de 
los propietarios de unidades revisadas. 
Pero no cabe duda de que el nivel de 
conflictividad real ha descendido sensi­
blemente, cal y como se desprende de la 
disminución en el número de recursos 
que ha habido que acender y de la mo­
tivación de tales recursos. 

También en ese aspecto, los resultados 
del último estudio realizado (que se acaba 
de tabular hace apenas unos dias en el mo­
mento de escribir este trabajo) tienden a 



confirmar buena parte de lo que he veni­
do explicando en las páginas anteriores: 

• La gradualización de la aproxima­
ción al valor de mercado se traduce en 
que hay un número bastante menor de 
entrevistados que declara que el valor ca­
tastral del inmueble del que es propieta­
rio ha sufrido aumento (en comparación 
con el estudio del 991) y en que la me­
dia del índice de revalorización (índice 
totalmente subjetivo y que no intenta otra 
cosa que reflejar la percepción de los afec­
tados) ha bajado de 3,38 a 1,50, es decir 
a menos de la mitad. Aun cuando no son 
las mismas ciudades en ambos estudios, 
la diferencia parece sustantiva y supera 
las distancias en la evolución del merca­
do inmobiliario entre los municipios in­
cluidos en una y otra muestras. 

También es bastante menor el núme­
ro de entrevistados que piensa que el 
valor catastral revisado está por encima 
del de mercado, que ha bajado del 51 % 
de los que responden efectivamente a la 
p regunta en 1992 al 25% en 1995; por 
el contrario, los que reconocen que, pe­
se a la revisión, continúan disfrutando 
de valores catastrales inferiores al mer­
cado suben del 29 al 57%. 

• Las dificultades para comprender 
los conceptos básicos, y en especial la 
diferencia entre el valor catastral y su 
traducción tributaria persisten, pese al 
esfuerzo de clarificación de las conse­
cuencias fiscales de la revisión que se ha 
venido realizando en estos años, y a la 
inclusión de la propia cuota del lBl en la 
notificación: el 4 7% de los entrevistados 
en 1995 (que equivalen al 64% de los 
que ofrecen una respuesta efectiva a la 
pregunta) continúa convencido de que 
la variación del valor catastral se tradu­
cirá en un cambio directamente correla­
tivo de la carga fiscal que dicho valor de­
termina, incluso después de saber cuán­
to van a pagar realmente en 1995. 

Al mismo tiempo, sólo el 33% de los 
entrevistados recuerda o tiene conoci­
miento de alguna de las medidas mode­
radoras de la repercusión tributaria de 
la revisión de valores catastrales que se 
han introducido, que también estaban 

explicadas en el documento de notifica­
ción. 

La dificultad para racionalizar estas 
cuestiones y logra r una comp rensión 
cabal de las mismas persiste, por lo tan­
to, como lo prueba también el hecho de 
que se haya recordado bastante más, 
entre los contenidos de la notificación, 
al propio valor catastral que a la cuota 
del IBI (73% frente a 43%). 

• Esa dificultad para racionalizar la 
situación determina una reacción que 
mantiene aún una importante carga ne­
gativa: el 4 7% del total de entrevistados 
se declara en desacuerdo, total o parcial­
mente, con el nuevo valor catastral que 
se le ha adjudicado. Desacuerdo que, 
según he señalado ya anteriormente, se 
produce con relativa independencia de 
la percepción que se tenga acerca de las 
repercusiones fiscales de la revisión, es 
decir que tiene su origen más en el pro­
pio valor notificado que en la carga tri­
butaria que éste determine. 

• Pero esa oposición no alcanza a 
asumir las dosis de actividad que se die­
ron en el intento de 1990: de hecho, só­
lo un l 3% de nuestros entrevistados 
declara que ha recurrido ya contra el va­
lor catastral, y otro 4% tendría inten­
ción de hacerlo en el futuro (intención 
que ya no se materializará, puesto que el 
plazo para ello ha transcurrido) 

En definitiva, todas estas mejoras, 
aunque no garantizan la plena acepta­
ción de una reforma cuya conflictivi­
dad, desde un punto de vista sociológi­
co y según se desprende de lo expuesto 
a lo largo de este trabajo parece inevita­
ble, han logrado, sin embargo, reducir 
sustancialmente las manifestaciones de 
ese conflicto, es decir hacerla más so­
portable para los afectados. • 

Daniel Kaplún 
Sociólogo. 
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